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Resol. Serie “C” N° 31
Expte. N°19.105 – Año 2018 – Autos: “Denuncia Formualada Moira Curi c/ Raúl Amadey y otro s.d. Promoción y Facilitación de la Corrupción e.p. Menor – Acción de Retardada  Justicia”

Santiago del Estero, trece de junio de dos mil diecinueve.

Voto del Dr. Eduardo José Ramón Llugdar con adhesión de los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Eduardo Federico Lopez Alzogaray:



Y Vistos:



El Recurso por Retardo o Denegación de Justicia presentado por la Sra. Anna Paula Curi, con el patrocinio letrado del Dr. Adolfo Darío Suárez.----------------------

                        Y Considerando:



I) Que la mencionada, a fs. 1/7 comparece a formular acción pública constitucional por denegación de justicia en contra de la Cámara de Apelación y Control y del juez de instrucción y control. Aduce que interpone la presente acción, a efectos de resguardar sus derechos y garantías de los que es titular. Invoca poseer el carácter de menor de edad, y que en  la actualidad tiene 16 años de edad, y que tiene participación acordada en autos “Denuncia formulada Moira Curi c/ Raúl Amadey otro s. d. promoción y facilitación de la corrupción e. p. menor”.--- 



Expresa que en dos causas judiciales, caratuladas “Expte. 240 Denuncia formulada por Moira Alejandra Curi contra Pablo Gonzalez delito a establecer” y “Expte. 241 “denuncia formulada Moira Curi c/ Raúl Amadey y otro s. d. promoción y facilitación de la corrupción e. p. menor”, acusa tanto al juez de instrucción en transición como a las cámaras de apelación y control de incurrir en mora judicial respecto a dichos expedientes.----------------------------------------------



Respecto al primero de ellos, el que lleva el número 240, señala que a partir de la resolución emanada de este Alto Cuerpo de fecha 15 de junio de 2018, su tramitación se encuentra paralizada por falta de designación de juez, atribuyendo la mora a la OGA a cargo del Dr. Renolfi. Dice que el expediente mencionado fue remitido a dicha repartición en fecha 13/08/2018 para designación de juez. Que ya designada la Dra. Morán en carácter de juez de la causa, y siendo recusada dicha magistrada, señala que hasta la fecha aún no se designó reemplazante legal, a pesar de que el expediente se encuentra en el despacho de otra magistrada, la jueza Laportilla. Tras denunciar que su parte es objeto de persecuciones e irregularidades en la causa, resalta que tras cuatro años de mora judicial, obtuvo la revocación del sobreseimiento del acusado González, y que solicitó ampliación de testimonial, lo que aún -conforme dice- no fue proveído, como tampoco fue decretada la acumulación de este expediente con la causa conexa.----------------------



En lo que respecta al expediente que lleva el número 241, en el que se sustancia la denuncia contra Raúl Amadey y otra persona por el delito de promoción y facilitación de la corrupción de menor, dice que se constata la misma demora en designar juez subrogante ante cada incidente de recusación, y que se ha suspendido la audiencia de testimonio que su parte debía efectuar en esta causa, atribuyéndole la mora  al Dr. Renolfi en lo que respecta a la designación de juez y su pertinente notificación. También -al igual que en el expediente Nº 240- denuncia irregularidades en este último expediente, consistentes en la sustracción de informe previo de gabinete, y por la suspensión de audiencia de declaración de la propia denunciante, causada por orden de una magistrada que no es juez en la presente causa, quien luego asumiera la competencia para entender en la misma, conforme a la notificación cursada días posteriores. Otra de las causales por las que denuncia la mora judicial en este expediente es que la juez designada -Dra. Laportilla-, hizo uso de licencia hasta el 27 de agosto del año 2018, por lo que considera que ante el retardo de proveer diversos pedidos cursados por su parte, se verifica la mora en sendos expedientes, causando la denegación de su derecho constitucional a ser oída. Por último, pone en conocimiento que en este expediente dedujo recurso de reposición, el que nunca fue resuelto, como tampoco se dictó resolución respecto de un recurso de queja ante la Cámara de Apelación y Control.--------------



Que en el marco de la carpeta Nº 1848/17, se verifica la mora de la Magistrada de recibir su testimonio, conforme lo ordenado por la Cámara de Apelaciones, a la que acusa de incurrir en el mismo vicio en las dos causas (los exptes. 240 y 241 respectivamente), como así también que por el lapso de más de un año tardó en resolver el recurso de apelación del auto de sobreseimiento. Acusa a dicha cámara de incurrir en una verdadera denegación de su derecho a la tutela judicial efectiva y de no cumplir con su rol de juez imparcial, atento al rechazo del recurso oportunamente interpuesto por la recurrente en lo que concerniente a las recusaciones formuladas contra los Sres. Vocales Lugones y Romero, resolución que fue anulada por este Alto Tribunal, en oportunidad de anular la sentencia de dicha cámara que dispuso el sobreseimiento del acusado González.-----------



Mediante la justificación de la admisibilidad y la procedencia de la presente acción, introduce la cuestión federal, a los efectos de un posible planteo del Recurso Extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, fundado no solamente en la mora que aquí se denuncia, sino también en otras irregularidades procesales que detalla desde fs. 4 a la 6, amparándose en sus derechos contemplados tanto por la Constitución Nacional, como por los Tratados Internacionales suscriptos por nuestro país.---------------------------------------------



Por último, peticiona que se tenga por deducida la presente acción, y que se exhorte -en el caso del expediente 240- que se constituya y se ordene la intervención de juez regular y resolución de los incidentes planteados, y en el caso del expediente 241, que se verifique la mora y se disponga la corrección y la realización de los actos ordenados por la Cámara de Apelaciones interviniente, y se disponga la agregación inmediata de los informes de gabinete que fueron sustraídos. Por último pide que se resuelvan los pedidos de acumulación de procesos.-------------------------------



II) A fs. 20, comparece Dra. Moira Alejandra Curi, quien amplía su denuncia de mora judicial, por cuanto pone en conocimiento que la jueza de instrucción, en fecha 28 de noviembre de 2018 decretó la suspensión de declaración testimonial de la menor, cambiando la modalidad en que el testimonio, que sería concretado mediante Cámara Gesell; como asimismo destaca que la Cámara de Apelaciones ha solicitado el expediente Nº 241, concretando así su paralización por más de treinta días.-- 



III) Que en respuesta al requerimiento efectuado a la Cámara de Apelaciones, dicho tribunal efectúa su informe a fs. 34/35. En tal sentido, detalla el estado de las diversas carpetas vinculadas con los expedientes Nº 240 y 241. Es así, que dicho tribunal colegiado pone en conocimiento que en el marco de la denuncia formulada contra el ciudadano Pablo Gonzales, fue remitido al juzgado de origen en fecha 5 de septiembre de 2018, y que respecto a la carpeta de Apelacion de la Nulidad de la Cámara Gessel, identificada bajo el Nº 1848/2017, se ha dictado sentencia, la cual se encuentra firme desde fecha 14 de marzo del año 2018.---------------------------------



El informe también detalla pormenorizadamente lo ocurrido en el marco del expediente Nº 241/2017, por cuanto ilustra lo sucedido en la tramitación de las diversas carpetas vinculadas al mismo, dando cuenta los estados procedimentales en cada una de ellas. Es así, que respecto del expediente en donde se lo investiga al ciudadano Gonzales, identificado bajo la carpeta Nº 1553/2016, fue remitido al juzgado de origen en fecha 05/09/2018. Seguidamente, informa que de la carpeta de apelación de la nulidad de la Cámara Gessell, que lleva el Nº1848/2017, la misma se encuentra con sentencia firme de fecha 14/03/2018, con la apoyatura del informe que agrega y se encuentra glosado a fs. 24/33.-----------------------



A renglón seguido, y circunscribiéndose al expediente 241/2017 caratulado “Denuncia formulada por Curi Moira s.d. Promoción y Facilitación de la Corrupción Agravada por el Vínculo e.p. De la Menor A.P.A.C.”, detalla los estados procesales de siete carpetas, ilustrando sobre cada una de ellas. En ese sentido, informa el tribunal que en cada una de ellas se sustancian recusaciones planteadas contra los magistrados intervinientes. Algunas de ellas fueron formuladas por la parte querellante, (como es el caso de las carpetas Nº 2351, 2352, 2368 y 2432); y otras por la defensa (2369  y 2370).----------------------------------------------------



Destaca que en fecha 5 de septiembre de 2018 se desestimó la recusación planteada contra los Dres. Lugones y Romero, y que el Tribunal actuante acumuló las distintas carpetas mencionadas a la Carpeta Nº 2352, pero que se advirtió que aún estaba pendiente la recusación presentada por uno de los querellantes contra los magistrados recientemente mencionados, lo que implicó la suspensión de la tramitación de los recursos pendientes, a fin de resolver la recusación a los mencionados miembros. También resalta que a raíz de los reiterados planteos recusatorios, se desafectó al Dr. Vittar para entender en la causa, ocurriendo lo mismo con los magistrados firmantes de este descargo (Lugones y Romero).------------



Para finalizar, los Dres. Lugones y Romero ponen en conocimiento que en fecha 12 de noviembre de 2018, arribó el expediente 241/2107, caratulado “Actuaciones remitidas por el Juzgado de Crimen de 4º Nominación, en autos “Expte. 57/A/17 Denuncia formulada por Curi Moira e.c. Amadey Raúl p.s.d. Promoción y Facilitación de la Corrupción Agravada por el Vínculo e.p. De la menor A.P.C.”, con cuatro recursos de apelación (dos recursos planteados por el imputado y dos recursos planteados por el querellante), destacando que los mismos no pueden ser resueltos hasta tanto la nueva integración del tribunal quede firme para resolver las recusaciones interpuestas.--



IV) A fs. 39/42, luce agregado el dictamen del Sr. Fiscal General, Dr. Luis Alberto De La Rua, quien por sus propios argumentos, se expide por el rechazo de la acción promovida.-----------------------------------------



V) Que previo a resolver la presente acción, es oportuno abordar el aspecto formal de la competencia en lo referente a esta acción. En ese sentido, cabe citar el criterio de este Alto Cuerpo sentado en la causa “Garay Di Lullo Marta s.s.d. Recurso Por Retardo De Justicia, EXPTE. Nº 18069 – AÑO 2013 (Sent. del 12/05/2014)”, por cuanto ha sentado que en los casos como el presente, el Superior Tribunal de Justicia en Pleno es competente para entender en las acciones de denegación de justicia promovidos contra las cámaras o sus miembros, conforme lo preceptuado literalmente por el art. 193 inc. 1 d) de la Constitución Provincial, sino también en aquellos casos en los que se denuncien el supuesto accionar dilatorio en los que incurran los juzgados de primera instancia, puesto que al no existir una norma que contemple este supuesto, no empece a que el Máximo Tribunal provincial entienda en el asunto, máxime cuando en los casos como el presente, se hallan en juego los derechos y garantías de las personas en situación de vulnerabilidad.--------------------------- 



VI) Que  ingresando a la temática en cuestión resulta ineludible aplicar los principios rectores desarrollados por este Alto Tribunal en la causa antes mencionada. En efecto, allí se ha hecho hincapié en el principio de la celeridad procesal, en virtud del cual todos los organismos jurisdiccionales de cualquier jerarquía o grado y fuero tienen el deber de impartir justicia en el menor tiempo posible, en atención a que el principio referido es uno de los componentes más importantes de la garantía de la tutela judicial efectiva. Por otro lado, también se ha dicho que tal obligación resulta reforzada en casos en que -como en el caso que nos ocupa- se encuentran en juego los derechos y garantías de las personas que se encuentran en una situación de vulnerabilidad, que amerita un tratamiento y resolución de conflictos en el que se hallan involucrados conforme a las “Reglas Básicas de Acceso a la Justicia de las Personas Vulnerables”, también llamadas “Cien Reglas de Brasilia”, que contienen directrices para efectivizar los principios y valores que sostienen la vigencia del plexo jurídico universal de los derechos humanos.------------------------



Lo referido precedentemente es aplicable al contexto de esta causa, que fue iniciada por una menor de dieciséis años, a efectos de denunciar la mora judicial en contra de las autoridades judiciales, juez de transición y Cámara de Apelación y Control, con el argumento de que las mismas incurren -entre otras irregularidades- en retardo en la tramitación de las denuncias penales insertas en los expedientes Números 240, en el cual se denuncia al ciudadano Pablo Gonzales; y 241, en el cual se le atribuye conducta dolosa contra Raúl Amadey y otro, implicando que la demora en dichos expedientes se traducen en una verdadera denegación de justicia por cuanto implica una violación a sus derechos constitucionales que invoca.-----



Que sin hesitación alguna, cabe destacar la vulnerabilidad de la denunciante, en tanto que menor de edad, se encuentra en una situación de desigualdad cuando participa de un proceso judicial.  En virtud de esa condición de vulnerabilidad, los Estados partes deben adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la “Defensa Eficaz de los Propios Intereses”, conforme la Opinión Consultiva (OC-17/2002) solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos referida a la condición jurídica y derechos humanos del niño.-------- 



VII) Que sin perjuicio del reconocimiento de los derechos de la denunciante y de su vulnerabilidad, se estima que debe analizarse el comportamiento procesal de las partes, como así también de las demás operadores jurisdiccionales involucradas y de los organismos jurisdiccionales, a fin de verificar la existencia o no de actos de negligencia, demoras y de cualquier otro tipo que implique un reproche a la actuación de quienes tienen a su cargo los distintos juzgados y tribunales en la dilación de los procesos en cuestión, que pudiese afectar el plazo razonable del proceso vinculado al contexto particular del mismo.----------------------------------------------------



VIII) En esa línea, se observa que en el expediente caratulado “Denuncia formulada por Moira Alejandra Curi c/ Pablo Gonzales sobre delito a establecer”, fue remitido al juzgado de origen en fecha 5 de septiembre del año 2018; mientras que la Carpeta de Apelación de la Nulidad de la  Cámara Gessel, se encuentra con sentencia firme desde el 14 de marzo del mismo año. Asimismo, se constata que en las siete carpetas vinculadas al expediente caratulado “Denuncia formulada por Curi Moira s.d. Promoción y Facilitación de la Corrupción Agravada por el vínculo e. p. de la menor A.P. A.C.”, obran diversas recusaciones planteadas por las partes contra los magistrados. Es así, que la querellante dedujo recusaciones en tres oportunidades contra los mismos magistrados, los Dres. Lugones y Romero-, en el marco de las carpetas 2351, 2352, 2362, mientras que en la carpeta 2432 dedujo recurso y recusación; a su vez la defensa plantea recusación contra el Dr. Paradelo y la Dra. Ana Cecilia Vittar (carpetas 2369 y 2290 respectivamente).----



También se comprueba que en la última de las causas mencionadas, (Expte. 241) existen cuatro recursos de apelación pendientes de resolución, en razón de que no existe resolución firme que declare que la competencia del tribunal sorteado para resolver tales planteos. Debe tenerse en cuenta además, que el Sr. Fiscal, en su dictamen, destaca que en fecha 22/11/2018 ha emitido dictamen el recurso de queja por casación denegada.-------



Que todas esas presentaciones recusatorias planteadas en un lapso de tres meses, constituyen actos dilatorios que atentan contra la normal tramitación de la causa, hasta tal punto que la integración de la Cámara de Apelaciones aún no se encuentra circunstancia que impide la prosecución de la misma,  y si bien es un aspecto que hace la garantía de juez independiente e imparcial, y como tal integra las garantías de defensa en juicio, dable es recordar que en derecho penal, las causas de recusación deben ser serias y demostrables a efectos de inhibir la intervención de los jueces naturales. Que esta garantía, como todo derecho fundamental, no es absoluto y debe ejercerse con mesura y prudencia.-------------------------



De otro lado, también se advierte que existen claros intereses contrapuestos entre la niña y uno de  sus progenitores y entre estos entre si, por lo que la jurisdicción, si bien ha admitido que la niña A.P.C. la designación  por esta de un  abogado  especializado, no es menos cierto que para las previsiones convencionales, constitucionales y legales, no basta la capacidad técnica de la asistencia letrada en derechos de la infancia y adolescencia sino además autónomo, es decir  independiente de la designación que por ella hiciera, en el caso, su madre con anterioridad ya que en los enunciados del contexto legal mencionado, se reconoció el ese derecho a A.P.C. que por otro lado dio su consentimiento expreso para ser representada por el Dr. Suárez, pone en principio en interpelación la autonomía requerida, tanto por el art. 12 de la CIDNN, y las normas internas de protección como la Ley 21.061 y el CCC requieren que la elección del mismo, si bien sea la libre expresión de voluntad de la menor, lo tendrá que ser en función de que no tenga vínculos ni conflictos de intereses con los progenitores.-



En efecto, el art. 12 del instrumento interancional pertinente, resalta que los Estados parte deben garantizar a que los Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) estén en condiciones de formar un juicio propio y el derecho a expresar su opinión libremente, dándole la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo, en forma directa o a través de su representante. Y en su sintonía, la Ley 26.061 remarca en estos casos, que la participación en el juicio debe ser mediante un letrado que además sea independiente de sus progenitores para garantizar una participación verdaderamente autónoma y, sin que implique hacer juicio sobre estos últimos, el sentido de la norma lo es a los fines de que el Interés Superior del Niño (ISN) no se vea interferido por cuestiones externas o ajenas al mismo.----



Al respecto, hay que tener en cuenta que, si bien los NNA que se encuentran en el margen legal de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CIDN) son sujetos de derecho plenos, ello no desatiende, conforme lo ha sostenido la CSJN “... que es un ser que transita un todavía inacabado proceso natural de su constitución de su aparato psíquico y de incorporación y arraigo de valores propios y normas que hacen a la convivencia pacífica de una sociedad democrática”.-------- 



Por dichos motivos, el juzgado o tribunal debe tomar recaudos especiales, y uno de ellos debe ser que el abogado propuesto no pertenezca a la órbita de alguno de sus padres, como modo de asegurar el desempeño autónomo de aquél, y que la expresión del NNyA sea verdaderamente genuina y no una reproducción de la opinión del padre o de la madre, para asegurar la defensa con las características indicadas.------------------------------------------------



En definitiva, el abogado del NNyA, para alcanzar la autonomía exigida por la ley, debe ser ajeno a la órbita de influencia de alguno de sus padres, en todo sentido.--------------------------------------------------



IX) De las constancias de autos, surge que el presente proceso ha sido iniciado por la madre de A.P.C., representada por el Dr. Suárez, quien ahora es su abogado, y la jurisdicción no ha convocado a la audiencia correspondiente, para la verificación si la expresión de la joven en la elección de su actual representante, ha sido libre de toda influencia que pueda afectar la mentada autonomía en la elección, por lo que la jurisdicción natural actuante deberá corroborar dichos extremos mediante audiencias para la ratificación o rectificación mediante un proceso de conocimiento informado por parte de A.P.C.----------------------------------------------------



X) La importancia de lo dicho radica en que de conformidad a las constancias de la causa, se advierte que tanto la representación del progenitor imputado y los coimputados, como la propia de la supuesta víctima, han incurrido en constantes planteos recusatorios y recursivos que en algunos casos, han excedido la razonabilidad del ejercicio de dichas garantías, y que han conspirado contra el avance de la causa, y en el cual podría incluso responder a los conflictos de intereses entre sus padres.-



XI) Las circunstancias apuntadas llevan a la concluir que ni la Cámara de Apelación, ni sus miembros han incurrido en prácticas dilatorias del proceso. Pero, si bien  como directores del proceso tienen la obligación de no admitir posturas procesales impertinentes y/o con fines dilatorios, a fin de preservar primordialmente el interés superior de A.P.C., como que también deberán acelerar los tiempos de decisión de todos los recursos y medidas pendientes, teniendo en cuenta que el factor tiempo es un elemento esencial en toda cuestión que involucre a NNyA.----------------------------------------- 



Por todo ello, normas legales citadas, y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Se Resuelve: I) NO HA LUGAR a la acción de retardo de justicia. II) Sin perjuicio de ello, la Excma. Cámara de Apelaciones, como los juzgados que intervienen en la presente, deberán extremar todos los recaudos a fin de que el proceso pueda alcanzar decisión definitiva en el menor tiempo posible. III) A fin de verificar la defensa autónoma e independiente de A.P.C., y que la designación letrada realizada por ésta responde a su legítima expresión de voluntad, una vez radicados los autos en la instancia de origen, se proceda a realizar la audiencia a dichos efectos, conforme los alcances establecidos en el Considerando IV) Notifíquese de la presente a todos los órganos jurisdiccionales involucrados.-
 Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Voto del Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse con adhesión del Dr. Sebastián Diego Argibay



Y Vistos: 



Para resolver el recurso por denegación o retardo  de justicia de fs. 1/7.--------------------------



Y Considerando: 



I) Que en la citada presentación la Srta. Anna Paula Curi -patrocinada por el Dr. Adolfo Darío Suárez-, en el marco de la causa del epígrafe;  promueve acción por denegación o retardo de justicia - en los términos del art. 193 inc. 1 de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero-  cuestionando la actuación de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal y el Juzgado de Transición Nº 1 en las siguientes causas: 1) Expte Nº 240 “Denuncia formulada por Moira Alejandra Curi c/ Pablo Gonzalez s/ Delito a establecer”; 2) Expte. Nº 241 “Denuncia formulada por Moira Curi s/ Raul Amader y otro s.d. Promoción y facilitación de la corrupción e.p. Menor”.---------------------------------------------------



Que atento a la extensión del escrito postulatorio y a la multiplicidad de argumentos expuestos por el recurrente, se procede a relatar en prieta síntesis las que reflejan directa relación con la cuestión traída a estudio de este Tribunal.---------------------------------  



En tal sentido se advierte que en su presentación, el recurrente manifiesta respecto del Expte. Nº 240 que habiéndose dictado la revocación del sobreseimiento por sentencia de este Tribunal de fecha 15/06/18, la causa se encontraría paralizada por falta de designación de juez desde el 13/08/18. Que también se encuentran pendientes de provisión, la solicitud de ampliación de testimonial y el pedido de acumulación con la causa conexa.------------------------------------------ 



Que en lo que respecta al Expte. Nº 241, se verifica la misma demora en la designación del juez subrogrante. Advierte que se habría omitido recibir testimonio, cuya fecha de audiencia estaba fijada para el 06/08/18; porque hubo demoras en el trámite de designación del juez y en la notificación -atribuyendo a la OGA la dilación en cuestión-. Asimismo acusa al juzgado interviniente, de la pérdida del informe de gabinete.----- 



Agrega que la mora se constataría además, por el hecho de que la jueza designada, luego de haber sido notificada de su intervención, hizo uso de licencia hasta el día 27/08/18. Que se verificó retardo en proveer diversos escritos y denegación de su derecho a prestar testimonio, conforme lo dispuesto por el art. 143 del CPCP. Expresa además, que se ha denegado su derecho a ser oída al disponerse la paralización de la causa hasta tanto recaiga resolución en un recurso de apelación de la defensa, concedido con efecto devolutivo, sobre el decreto que fijaba fecha de testimonio judicial directo y le otorgaba participación como querellante. Que su parte interpuso recurso de reposición por  el efecto asignado a la concesión del mencionado recurso y la pertinente queja ante la Cámara de Apelaciones y control, la cual no habría tenido tramitación.--------------------------------------- 



Manifiesta que se demostraría la mora y reticencia de la magistrada interviniente en recibir testimonio, conforme lo ordenado por la Cámara de Apelaciones y aduce que todas las providencias de la Sra Juez son dilatorias y tendientes a paralizar la causa.---- 



En orden a la actuación de la Cámara de Apelaciones y Control expone que en su intervención en las dos causas, la mora se produjo en la carpeta de apelación de la nulidad de cámara gesell, tras casi un año del acto procesal. De igual modo refiere que en el expediente conexo, la tramitación se prolongó por más de un año respecto al recurso de apelación del auto de sobreseimiento.-------------------------------------------



Expresa además que penden de resolución del tribunal Ad Quo, numerosas carpetas de recusación en estado de mora judicial, configurando un verdadero estado de denegación de su derecho a la tutela judicial efectiva y la garantía de juez imparcial, al rechazarse la recusación a los Sres. Vocales Dres. Lugones y Romero.----



En conclusión, solicita en el marco del Expte Nº 240, se exhorte a la  intervención del juez que corresponda y la resolución de los incidentes planteados y respecto del Expte. Nº 241, se disponga la corrección y realización de los actos procesales ordenados por la Cámara de Apelaciones intervinientes y se ordene la agregación de los informes de gabinete. Asimismo se resuelvan los pedidos de acumulación de procesos.--------- 



II) A fs. 10/12 se incorpora dictamen del Sr. Fiscal General, en el que se solicita a los efectos pertinentes, se oficie a la Cámara interviniente a fin de que informe acerca del estado y su actuación en los expedientes referenciados.--------------------------------



A fs. 14, por medida para mejor proveer se requiere el informe en cuestión, el que se agrega según constancias de fs. 34/35.--------------------------------- 



A fs. 39/42 obra nuevamente, dictamen del Ministerio Público respecto de la procedencia de la acción instaurada, el que se pronuncia por su desestimación, en el entendimiento de que los reclamos efectuados por la recurrente no se encuentran justificados;  dejando la cuestión en estado de resolver.--------------------------- 



III) De modo liminar, cabe expresar que la competencia originaria de este  Tribunal, así como de los más altos tribunales de la Nación y del resto de las Provincias, se encuentra fijada por la Carta Magna, la cual constituye una expresión de la soberanía que radica en el poder constituyente, cuya fuente primigenia es el poder originario del pueblo soberano. Así, la facultad de determinar la jurisdicción resulta un atributo de esa soberanía que el pueblo delega en la convención constituyente. He aquí el fundamento filosófico-político de la Constitución de la Provincia, fuente de la jurisdicción originaria de este  Tribunal, y motivo último por el cual “esa competencia no es susceptible de ser ampliada ni restringida (Fallos 241:380; 242:326; 250:774)” (Cfr. Quiroga Lavié - Benedetti - Cenicacelaya, Derecho Constitucional Argentino, Edit. Rubinzal-Culzoni, Bs.As., 2.001, pág. 1184). En el mismo sentido, se ha dicho que: “Dicha competencia (originaria y exclusiva, en el caso referida al art. 117 de la C.N.)  fijada directamente por el art. 117 de la Constitución Nacional, no puede ser ampliada ni disminuida por el Congreso Nacional. No se le puede agregar casos no previstos en el mencionado artículo, ni quitarle alguno de los que éste menciona” (Ekmekdjian Miguel Angel, Tratado de Derecho Constitucional, Edit. Depalma, Tomo V, pág. 494 y sigs.). El criterio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del leading case “Sojo” (Fallos, 32:120) y mantenido hasta la actualidad es que “la jurisdicción originaria y exclusiva de la Corte, no está sujeta a las excepciones que pueda establecer el Congreso; limitada como lo está, no puede ser ampliada ni restringida; la que está sujeta a reglamentación es la jurisdicción apelada, que puede ser ampliada y restringida por ley, según la organización y reglamentación de los tribunales inferiores, tanto respecto de cuestiones de hecho como de derecho” (cit. por Gelli María Angélica, Constitución de la Nación Argentina comentada y anotada, Edit. La Ley, Bs.As. 2.003, pág. 831).----------------------------------



Conforme a lo expuesto, dicha competencia está determinada por la Constitución local en el art. 193 que establece taxativamente los supuestos en los que este Superior Tribunal resulta competente para entender por vía originaria. Así, dicha norma en el  inc. 1. d) dispone la competencia del Superior Tribunal de Justicia “En los recursos por denegación o retardo de justicia promovidos contra las cámaras o sus miembros”.-----------------------



IV) En el tratamiento de la cuestión planteada es necesario atender además, a las disposiciones pertinentes del C.P.P.C, que en sus  arts. 170 inc. 2)  y 34, que determinan las reglas generales de procedencia del retardo de justicia.--------------------------------------



En efecto, en el ordenamiento procesal, en su Capítulo IX establece las pautas generales para el dictado de las resoluciones judiciales y determina la responsabilidad por falta grave  de los magistrados y funcionarios responsables respecto de su idoneidad en el desempeño de sus funciones; en casos  de reiteración en la demora en pronunciar sentencias interlocutorias y homologatorias. Es así que en el art. 170.2) se remite a los plazos para dictar sentencia, establecidos por el art. 34 y se fija la competencia de la “Cámara de apelaciones que corresponda, o, en su caso, al Superior Tribunal de Justicia” y el procedimiento aplicable en los supuestos de retardo.-------------------------------------------------- 



En una exégesis literal de la norma precitada, se advierte que no existe previsión que regule el supuesto de retardo o denegación de justicia incurrido por juzgados de primera instancia. Sin embargo, en el precedente Res. Serie C Nº11 Expte. 18.069- Año 2013- Autos “Garay Di Lullo, Marta s/ Recurso por Retardo de Justicia“, sentencia del 12/05/14 -aplicable al sub examine- se admitió la competencia originaria de este Tribunal al estar involucrada la actuación de órganos jurisdiccionales de primera y segunda instancia en resguardo a la garantía de acceso a la jurisdicción y a la protección de los derechos humanos  de las personas menores de edad;  con fundamento en las “Reglas Básicas de Acceso a la Justicia de las Personas Vulnerables” (Reglas de Brasilia) y los fallos “Furlan y familiares vs. Argentina” y “ Formenon e hija vs. Argentina” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, la excepcional intervención de este Tribunal en esa oportunidad se justificó del siguiente modo: “...cuando se encuentran en juego derechos de grupos vulnerables tales como los niños, niñas y adolescentes y ante la gravedad de la denuncia...” (Cons. V).------------



Consecuentes con el criterio precitado, corresponde entonces declarar la competencia del Tribunal en el entendimiento de los presentes.--------------------- 



V) Corresponde pues, abordar el tratamiento de lo sustancial del planteo efectuado, esto es, determinar si existió mora en el trámite de las causas referenciadas por el actor en su libelo introductorio.------------------ 



Con tal propósito se tendrá en cuenta el informe solicitado a la Cámara de Apelaciones y Control de fs. 34/35 y a lo estatuido por el art. 34.3) del CPCC.-------- 



De dicho informe surge que el planteo de nulidad de la cámara gesell se encuentra con sentencia firme desde el 14/03/18 -7 meses antes de los presentes.--------------



En lo que respecta a las actuaciones que integran el Expte. Nº 241 “Denuncia formulada por Moira Curi s/ Raul Amader y otro s.d. Promoción y facilitación de la corrupción e.p. Menor” se verifica el ingreso de siete (7) carpetas en las cuales – la defensa y la parte querellante- recusan a los jueces de grado y a los magistrados de la Cámara interviniente. Que en fecha 05/09/18, el Tribunal sorteado a los efectos de resolver las  recusaciones deducidas en contra de los miembros del Tribunal interviniente, dicta sentencia – dentro de los 3 meses del primero de los planteos recusatorios-. Notificada de ello, la Cámara retomó el estudio de la causa y sus múltiples presentaciones a efectos de resolver los planteos,  hasta que, nuevamente se presenta la parte querellante y advierte que faltaba resolver la recusación planteada por el Dr. Suarez. Nuevamente se suspende la tramitación para resolver lo que se califica como una reedición de la recusación de la querella a los miembros del Tribunal.---------------------------------------------



En efecto, se desprende del informe del Tribunal que la pretendida  mora en la causa en que se persigue al Sr. Amadey, tiene fundamento en los reiterados y multiples planteos recusatorios presentados por el querellante al Tribunal (Dres. Romero y Lugones) ; mientras que, en la causa por la que se persigue al ciudadano Gonzalez, dichos magistrados no intervienen, merced a la resolución de este Tribunal que revocara una resolución dictada por su parte.---------------------------------------------------- 



Agrega el informe que en fecha 12/11/18 ingresan a la Cámara de Apelaciones y Control  el Expte. Nº 241/17 Actuaciones remitidas por el Juzgado del Crimen de 4ta Nominación, en autos “Expte. 57/A/17 Denuncia formulada por Curi,  Moira e.c. Amadey, Raúl p.s.d. Promoción y facilitación de la corrupción agravada por el vínculo e.p. De la menor APC”, con cuatro recursos de apelación (dos plateados por el imputado y dos recursos planteados por el querellante). Que dichas impugnaciones no pueden ser resueltas por el Tribunal sorteado para entender en la causa en contra del Sr. Raúl Amadey, hasta que quede firme el Tribunal sorteado en la causa para resolver las recusaciones.---------------------------------------------



En orden a lo expuesto, cabe expresar que la multiplicidad de recusaciones deducidas son el origen de la pretensa dilación en el trámite, en tanto  obstruyen el normal trámite de la causa. Es que no puede aislarse el análisis de su procedencia, excluyendo la propia conducta de quienes de modo reiterado objetaron la integración del tribunal, pues ello constituye un claro supuesto de conducta contradictoria.----------------------------------



Las partes puede utilizar, en resguardo al legítimo ejercicio de los derechos que emanan de los principios del juez natural y tiempo razonable receptados por los artículos 18 de la Constitución Nacional y 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica incorporado al texto constitucional mediante el 75 inciso 22, hacer uso del instituto de la recusación. Sin embargo, la formulación de oposiciones no puede convertirse en un  instrumento de elección discrecional del magistrado, pues así se vulnera la garantía constitucional del juez natural con el efecto de retardar el  trámite que por los presentes se pretende urgir.  Ello es una conducta contradictoria.--------------



La  expresión “venir contra”  sus actos, supone  la autocontradicción del individuo con un obrar anterior, de modo tal que dicha conducta signifique una variación importante que prive de sentido la continuidad de la relación trabada inicialmente. Ha sostenido reiteradamente la jurisprudencia que “resulta inaudible la pretensión que importa ponerse en  contradicción con los propios actos anteriores, deliberados, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces” (Sup. Corte Bs. As., octubre 11/995, J.A. 1999-II, síntesis; C.S. octubre 27/997, Fallos 320:2233; C.S.  noviembre 21/2000, Fallos 323:3765, entre muchos otros).--------------------------------------------  



VI) Sin perjuicio de lo expuesto, por razones de economía procesal y porque constituye un deber de los jueces adoptar las medidas necesarias para el buen orden del proceso (así lo proponen las normas contenidas en los arts. 34.5.f y 36.1 del CPCP) corresponde remitir los presentes a la Cámara de Apelaciones y Control, a fin de no entorpecer la tramitación de los presentes y en resguardo de la eventual afectación  de  la  menor.------- 



Consecuentemente, no corresponde acoger el recurso intentado.---------------------------------------- 



Por lo expuesto, Se Resuelve: I) Declarar la competencia del Superior Tribunal de Justicia en los presentes. II) Rechazar el recurso por denegación o retardo  de justicia de fs. 1/7.- Fdo: Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Sebastián Diego Argibay – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, trece de junio del año dos mil diecinueve.




En mérito al resultado de la votación que antecede, el Excmo. Superior Tribunal de Justicia, por mayoría de votos, Resuelve: I) NO HA LUGAR a la acción de retardo de justicia. II) Sin perjuicio de ello, la Excma. Cámara de Apelaciones, como los juzgados que intervienen en la presente, deberán extremar todos los recaudos a fin de que el proceso pueda alcanzar decisión definitiva en el menor tiempo posible. III) A fin de verificar la defensa autónoma e independiente de A.P.C., y que la designación letrada realizada por ésta responde a su legítima expresión de voluntad, una vez radicados los autos en la instancia de origen, se proceda a realizar la audiencia a dichos efectos, conforme los alcances establecidos en el Considerando IV) Notifíquese de la presente a todos los órganos jurisdiccionales involucrados. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Sebastián Diego Argibay –Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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